Reunión Regional de Sociedad Civil sobre Envejecimiento Madrid +10:

Del Plan a la Acción - Escuela Social Juan XXIII, 
Costa Rica, 6, 7 Y 8 de mayo de 2012

“DECLARACIÓN DE TRES RÍOS”
Declaración de la Sociedad Civil  de América Latina y el Caribe 
sobre Envejecimiento

En el marco de la conmemoración de los diez años del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento, de la conferencia intergubernamental, y del seguimiento que se viene adelantando desde el año 2002, como representantes de organizaciones sociales y de personas mayores, redes, Ong’s, instituciones académicas, de la sociedad civil de América latina y el Caribe, reunidos en la localidad de Tres Ríos, en Costa Rica, hacemos el presente pronunciamiento público:
Consideramos importante resaltar, de la realidad latinoamericana, los siguientes aspectos: 
1. Los derechos de las personas adultas mayores son vulnerados de manera permanente, a pesar de todo lo planteado hasta la fecha.  A la gestión social en relación con la vejez y el envejecimiento, le falta coherencia entre el discurso que enfatiza los derechos y el cumplimiento de los mismos. En este contexto,  las personas mayores  continúan sufriendo de discriminación múltiple; diferentes tipos de maltrato y violencia; pobreza, y falta de acceso a la justicia. 
2. El enfoque de políticas públicas y programas dirigidos a las personas adultas mayores, no ha ido acompañado del desarrollo de una visión de la vejez que de cuenta de las diferencias de género y la diversidad de formas de envejecer. Carecen de una perspectiva generacional e invisibilizan a las personas del área rural, indígenas y afrodescendientes. 

Las políticas sociales  continúan siendo asistencialistas, focalizadas e incoherentes con la realidad de las personas viejas, con la dinámica de transformación demográfica y las particularidades de lo local, entre otros aspectos. 
3. Las políticas para la vejez carecen de prioridad y de presupuestos estables y sostenidos lo cual las torna ineficaces en su implementación, al tiempo que no se puede hacer  seguimiento y control de las mismas. 
4. Un alto porcentaje de la población carece de acceso al trabajo formal y digno y en consecuencia, queda excluida de la seguridad social y de la posibilidad de contar con una vejez digna. Con el incremento y fortalecimiento de  sistemas de pensiones de  capitalización individual, se generan importantes situaciones de desigualdad e inequidad, y además de incertidumbre frente a los riesgos financieros.

Para la población adulta mayor que es objeto de los programas de transferencias condicionadas la situación es todavía más compleja, pues muchas veces pone en entre dicho su dignidad, libertad y autonomía, y desplaza las obligaciones del estado en términos de garantías de derechos, hacia las mismas personas, las familias y las redes sociales.  

5. La persistencia de reproducción estructural  de la pobreza reafirma la desigualdad e inequidad para todas las edades, así como, la obligación de continuar trabajando en edades avanzadas, la mayoría de las veces, en espacios informales y en condiciones precarias.
6. El incremento de las enfermedades crónicas y degenerativas, en la interacción de las transiciones demográfica y epidemiológica, afecta la funcionalidad y  la independencia de las personas mayores y en consecuencia, puede incidir en su autonomía.  
7. En la mayoría de los países, el cuidado no ha sido asumido en el marco de políticas públicas y recae principalmente en mujeres, muchas de ellas, adultas mayores, pero no se les reconoce su aporte, ni en la familia ni en la economía de los países.
8. Las mujeres viven más, pero tienen mayor probabilidad de enfrentar riesgos de discapacidad que los hombres.  Existen significativos porcentajes de mujeres viudas y solas y de mujeres analfabetas,  siendo especialmente preocupante la situación en el área rural.  Así mismo,  se mantienen cifras considerables de en condición de pobreza y desigualdad, relacionada especialmente con la falta de ingresos propios y de protección social durante la vejez.  
9. Los grupos de población adulta mayor, desplazada, refugiada, migrante y de zonas fronterizas, continúan en especial condición de vulnerabilidad. Los cambios en las estructuras de los servicios de salud y las formas de afiliación suelen limitar el acceso a la atención oportuna, desatendiendo hasta sus necesidades más prioritarias.  Tampoco pueden disfrutar de las otras áreas de la seguridad social. 

10. La “institucionalización” en establecimientos de larga estadía, constituye un problema importante de reconocimiento de los derechos humanos,  en la medida en que las personas frecuentemente son internadas sin su consentimiento, y no están asegurados estándares de calidad de los servicios. En muchos casos, las personas son objeto de tratos inhumanos y degradantes, a tal punto que debieran ser considerados dentro de la Convención Internacional contra la tortura, tratos inhumanos y degradantes. 
11. La investigación en temas relacionados con el envejecimiento, no ha sido considerada como cuestión de políticas públicas y no ha contado con el apoyo institucional y económico necesario para emprender estudios sistemáticos y de envergadura.  
12. El fomento de la participación de las personas mayores todavía es muy incipiente, y en muchos casos se reduce a la calidad de “beneficiario” en el marco de programas de subsidios.  
Las organizaciones de personas adultas mayores frecuentemente no son tomadas en cuenta en los procesos de toma de decisión de las políticas que los afectan directamente, lo cual desempodera a las personas adultas mayores y limita el ejercicio de una ciudadanía plena y autónoma. 
13. La falta de reconocimiento al accionar y a las propuestas de los movimientos sociales que se han desarrollado finalizando la década, los cuales han denunciado el atropello de los derechos y han mostrado la preocupación creciente frente al riego de desprotección en la vejez. 
14. Las personas mayores siguen afectadas por los prejuicios existentes hacia la vejez en todos los programas y servicios, inclusive los legales, calificándolas de incapaces hasta el punto de decretar la interdicción.  En general se ha reafirmado una imagen negativa de la vejez,  promovida especialmente por intereses del mercado. En este contexto, se presenta la paradoja de que las instituciones del estado, contratan con ese sector que vende servicios para dar respuesta a su función de garantizar los derechos.    
Teniendo en cuenta lo anterior, como un marco general en el cual se resaltan los aspectos más determinantes, demandamos a los gobiernos y estados que:
- Cumplan con su obligación de proteger, garantizar y proveer los derechos de todas y cada una de las personas en todo momento de la vida a fin de que puedan disfrutar de una vejez con dignidad. 
- Presten especial atención al fomento y protección de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de edad, de acuerdo con la  observación Nº6 de la aplicación al pacto de los DESC, asuman la recomendación N° 23 de CEDAW, y hagan efectivos los compromisos establecidos en los instrumentos internacionales, especialmente los regionales y el protocolo de San Salvador.
-  Informen a la comunidad general y en especial a las personas adultas mayores, sobre el desarrollo de los grupos de trabajo que analizan el contenido de una Convención Internacional en defensa de los Derechos de las personas adultas mayores, a nivel de Naciones Unidas, OEA y Mercosur.  Creen los mecanismos necesarios para facilitar su participación en los comités de seguimiento, los cuales deben estar integrados por diversos representantes de organismos de la sociedad civil y en especial, de organizaciones de personas mayores.   
- Reconozcan y respeten la vigilancia en la implementación de las políticas, planes y programas; la puesta en marcha de los mecanismos de acceso a la justicia; el desarrollo de programas de capacitación y educación en materia de derechos humanos.
- Reconozcan a las personas adultas mayores como sujetos de derechos con garantías y responsabilidades, respecto a sí mismos y a los demás, y  fomenten  su empoderamiento e integración a los distintos ámbitos de la sociedad y del quehacer humano, para que se transformen  en agentes de cambio y protagonistas de su proceso de envejecimiento.

- Ajusten las políticas y programas a los desafíos de la vejez y el envejecimiento, para trascender visiones inmediatistas y superar su improvisación, eliminando trabas burocráticas, y asegurando una implementación oportuna de las mismas.  
- Reconozcan y hagan efectivo el derecho de toda persona a la seguridad social, recuperando el rol protagónico que le corresponde al estado así como el principio de solidaridad intergeneracional.  
- Reorienten la atención de las necesidades de las personas adultas mayores hacia políticas de carácter universales y permanentes, no limitando la acción del Estado a las medidas de superación de pobreza.

- Mejoren el acceso y la calidad de los servicios de salud a las crecientes demandas relacionadas con el envejecimiento poblacional y fortalezcan la prevención y promoción de la salud, pero no desde los intereses del mercado, en especial el farmacéutico, sino de los principios de la atención primaria.  

- Aseguren el derecho a la protección y el cuidado sea materia de política pública y no simple obligación de las familias y de las mujeres como si fuese una obligación “natural”. Que implementen servicios de apoyo a la familia para asegurar el bienestar y el respeto de los derechos humanos.
- Se creen y/o fortalezcan instancias de defensorías de las personas adultas mayores.

- Incorporen el envejecimiento como materia de enseñanza en todos los planes de estudio del sistema escolar, para construir una sociedad en la que se elimine la discriminación y la segregación involuntaria por motivos de edad y se aliente la solidaridad y el apoyo mutuo de las generaciones. 

- Apoyen la permanencia y continuidad  de los procesos de formación y educación, facilitando los recursos y mecanismos institucionales que sean necesarios.   Entre otras, las personas mayores que son dirigentes y líderes sociales en sus comunidades, deben conocer sobre sus derechos para promoverlos entre sus pares y puedan responder a las exigencias y responsabilidades de dicha acción.

- Faciliten la actualización de conocimientos para todas las personas, en especial los funcionarios públicos y los servidores de los servicios de salud, teniendo en cuenta los principios fundamentales de los derechos humanos.
- Precisen la calidad y oportunidad de los resultados alcanzados en las investigaciones realizadas, a fin de orientar los recursos hacia las cuestiones que más afectan y limitan la calidad de vida y disfrute de los derechos de las personas de edad. 

- Desarrollen una institucionalidad pública que innove, avance, democratice y no centralice, que promueva respuestas articuladas, intersectoriales e interinstitucionales, desde el Gobierno Nacional y los Gobiernos Locales, coherentes con las políticas de largo plazo. Una institucionalidad no sólo para proporcionar protección y cuidados sino también asegurar la intervención y participación de las personas de edad para que tengan un rol activo como recurso para el desarrollo y ejercicio de ciudadanía. 

- Definan y hagan efectivas las medidas necesarias para reparar de manera integral a las personas mayores que han sido víctimas de situaciones de maltrato, violencia, o acciones negligentes en los servicios de salud. 
- Reconozcan y cumplan como obligación de los estados, la protección de los derechos de las personas que residen en establecimientos de larga estadía, velando porque los establecimientos cumplan con todos los requisitos necesarios para garantizar la calidad de vida de las personas que allí habitan y el disfrute de sus derechos sin restricciones.  En esa medida es necesario que se elaboren políticas que favorezcan y diversifiquen las modalidades de residencia y de los servicios de atención,  protocolos de funcionamiento, atención, control y vigilancia social. 
- Ofrezcan mayor atención a las necesidades especiales de las personas refugiadas, desplazadas y migrantes de edad avanzada, definiendo los recursos y mecanismos necesarios para su protección y la de sus familias. 
- Propicien un ambiente favorable para una sistemática y progresiva concertación de esfuerzos con la sociedad civil organizada, que conduzca a emprender nuevas tareas comunes en la decisión de construir una sociedad para todas las edades, basada en el respeto y la defensa de los derechos humanos, en la que las personas mayores tengan mayor representatividad, capacidad económica y de gestión de su propia vida.
- Reconozcan a las organizaciones de personas adultas mayores y a las organizaciones no gubernamentales como interlocutores validos en las decisiones de políticas nacionales e internacionales.

- Las agencias de cooperación y organismos financieros internacionales, incluyan en sus agendas los desafíos del envejecimiento poblacional en los países de América Latina y el Caribe y presten los apoyos necesarios para abordarlos. 
- Revisen y respondan a todas las demandas pendientes, que se han presentando en las declaraciones de las reuniones de sociedad civil de los años 2007 y 2009.

Nuestro compromiso como sociedad civil en la causa nos llevará a:
- Participar de manera permanente y activa en cada uno de los espacios que se establezcan para trabajar en favor de recuperar los derechos de las personas de edad. 
- Fortalecer la organización y el movimiento de la sociedad civil en torno a la necesidad de envejecer con derechos, fomentando de manera especial, la participación activa de las personas mayores como sujetos de derechos y protagonistas en el desarrollo de la región.
- Implementar el plan de acción acordado por los participantes en la reunión regional de sociedad civil  realizada en Tres Ríos. 
- Como ciudadanos y ciudadanas nos proponemos desarrollar acciones y asumir nuevos compromisos para promover y educar en el respeto, el ejercicio pleno y la defensa integral de derechos de las Personas Adultas Mayores. 
- Vigilar el respeto a los derechos humanos y  el reconocimiento del rol de las Personas Adultas Mayores como actores sociales importantes, no solo como receptores pasivos. 
- Entregar y presentar las conclusiones y acuerdos de la reunión regional en la Conferencia Intergubernamental de los países de América Latina y El Caribe Sobre Envejecimiento. 
- Impulsar la difusión de los resultados de la reunión regional de sociedad civil y de la presente declaración al interior de nuestros países.
- Buscar alianzas con otros sectores sociales que también abogan por los derechos humanos, para promover la solidaridad con las personas adultas mayores, así como el compromiso de ellas con otras reivindicaciones sociales.
6

